CONCEPTO 210 DE 2013
(2 mayo)

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Bogotá, D.C.,

Ref. Solicitud de concepto(1)
Respetada Señora:

Se basa la solicitud de concepto en señalar quién debe asumir la deuda que resultó de un acuerdo de pago realizado por la arrendataria de un bien inmueble con una empresa prestadora de servicios públicos, el cual fue suscrito sin la previa aquiescencia del arrendador y luego el inquilino entregó el lugar de habitación sin saldar la obligación. 
Antes de emitir cualquier pronunciamiento sobre el particular, se advierte que el presente documento se enuncia con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen o responsabilizan a la entidad, pues no tienen carácter obligatorio ni vinculante.

En el mismo sentido, el artículo 79 parágrafo 1(2) de la Ley 142(3) de 1994, el cual fue modificado por el artículo 13 de la Ley 689(4) de 2001, establece que esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación suya. Hacerlo configuraría una extralimitación de funciones y entraría a ocupar una posición de juez y parte ante sus vigiladas.

Igualmente, se precisa que las respuestas dadas a las consultas elevadas ante esta Oficina Asesora Jurídica, se presentan de manera general respecto del problema jurídico planteado, en el marco de sus competencias y sin posibilidad de resolver conflictos de orden particular. 

Hecha las anteriores especificaciones, se procederá a contestar de manera general, en los siguientes términos:

En primer lugar debe señalarse que los servicios públicos domiciliarios no son de carácter gratuito, es por ello que el usuario o suscriptor no puede sustraerse de la obligación que le impone la Ley y el contrato de condiciones uniformes, que no es otra que pagar oportunamente los servicios facturados dentro del término convenido.

No obstante, cuando varios períodos facturados se encuentran vencidos y está en riesgo la continuidad del servicio público o éste ha sido suspendido, puede el usuario o suscriptor y la empresa prestadora del servicio público, en virtud de la autonomía de la voluntad privada, celebrar un acuerdo de pago que tiene por finalidad que los usuarios que se encuentran en mora cumplan con sus obligaciones y cuenten con la disponibilidad del servicio. 

En relación con los acuerdos de pago, esta Oficina Jurídica ha mantenido un criterio jurídico unificado en el concepto SSPD-OJU-2010-13 en el cual expresó lo siguiente:

“(…)
Una vez celebrado el acuerdo, convenio o plan de financiamiento, este regulará las relaciones entre las partes frente a su objeto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1602 del Código Civil Colombiano, que señala que el contrato es ley para las partes, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 1494 ídem, que señala que los contratos se constituyen en fuente de obligaciones entre las partes.
De tal forma que el acuerdo de pago sólo obliga a quien lo suscribe, independientemente de la calidad que ostente bien sea usuario, suscriptor o propietario.
Si se hacen acuerdos de pago con el usuario de los servicios públicos, en los que no se haya hecho parte el propietario o poseedor del inmueble, o el suscriptor (cuando es diferente al usuario), estos otros deudores solidarios no serán solidarios del pago que se adeuda, porque el acuerdo de pago es un contrato distinto al de servicios públicos, y en este nuevo contrato la solidaridad no tiene fuente legal, por lo tanto debe ser declarada expresamente, y en esa medida debe ser aceptada y pactada por todos los eventuales deudores solidarios. 
Si el usuario incumple el acuerdo de pago, la empresa puede proceder a la ejecución de la obligación derivada de aquel, pero ello no da lugar a la suspensión del servicio, siempre y cuando esté cumpliendo con el pago oportuno de las facturas generadas con posterioridad al acuerdo.
Si el usuario que suscribe un acuerdo de pago, en el cual no es parte el propietario, incumple el acuerdo de pago y se atrasa en el pago de las facturas del servicio generadas con posterioridad a la firma del acuerdo, el propietario sólo será solidario con relación a estas últimas.” (Negritas fuera del texto).

En otras palabras: (i) el acuerdo de pago suscrito sólo obliga a las partes que lo pactaron, sin importar la calidad que ostente el moroso, es decir, si es usuario, suscriptor o propietario de un inmueble; (ii) en los acuerdos de pago, no se predica la solidaridad prevista en el artículo 130 de la Ley 142 de 1994 a menos que, como un acto de voluntad y de entera liberalidad de las partes, eventualmente se pacte solidaridad, la cual no se regirá por la Ley 142 de 1994, precisamente porque se trata de un acuerdo que se sustrae al régimen de los servicios públicos domiciliarios; (iii) si el usuario incumplió el acuerdo de pago, la empresa de servicio público no puede suspender la prestación del servicio. 

El acuerdo de pago es un título ejecutivo que sirve para que el acreedor persiga al deudor y lo conmine a cancelar la totalidad de la obligación, sin importar que quien haya suscrito el acuerdo ya no habite en el predio en el que se prestó el servicio y el cual no fue pagado.

Para concluir es relevante esclarecer que no debe la empresa prestadora de servicio público requerir la cancelación de un acuerdo de pago a un usuario diferente al que lo suscribió. 

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente, 

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

NOTAS AL FINAL:
1. Radicado 20135290157682
Tema: ACUERDOS DE PAGO. Régimen Jurídico
2. “En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite.”
3. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones.” 
4. “Por la cual se modifica la Ley 142 de 1994”.
